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Resumen 
Debido a la naturaleza evolutiva y continua de los derechos humanos, podemos 
comprender la paulatina introducción de los derechos de las mujeres en la agenda de los 
derechos humanos, pues en las últimas décadas se le ha dado un tratamiento especial a éste 
tema. Actualmente se puede evidenciar que los organismos internacional y nacionales han 
tenido un importante progreso con el fin de alcanzar el respeto íntegro y la protección plena 
de los derechos en cabeza de las mujeres, como ejemplo de ello, en la reglamentación interna 
de los Estados, los poderes públicos se han fusionado para promulgar normas, adoptar 
políticas públicas e instaurar varias instituciones y organismos con el fin de promover estos 
derechos y sancionar su violación, especialmente los derechos sexuales y reproductivos. 
Partiendo de que éstos derechos se encuentran enmarcados dentro de los derechos humanos, 
vale la pena preguntarse ¿Cuál es la evolución histórica y jurisprudencial que generó la 
conceptualización y la introducción de los derechos sexuales y reproductivos en el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos?, para ello, se pretende estudiar los acontecimientos 
más relevantes en el plano internacional y los avances jurisprudenciales de Cortes 
Internacionales y de la Corte Constitucional Colombiana que han estudiado y desarrollado 
éstos derechos. 
Palabras clave: Derechos sexuales, derechos reproductivos, salud sexual y 
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Abstract 
Due to the evolutive and continuous nature of human rights, we can understand the 
gradual introduction of women's rights in the human rights agenda, since in the last decades 
this topic has been given special treatment. It is currently unusual to see that international and 
national organizations have made significant progress in order to achieve full respect and full 
protection of women's rights, as an example of this, in the internal regulation of States. the 
public authorities have merged to enact regulations, adopt public policies and establish 
various institutions and bodies in order to promote and sanction these rights, especially sexual 
and reproductive rights. Based on the fact that these rights are framed within human rights, it 
is worth asking: What is the historical and jurisprudential evolution that generated the 
conceptualization and introduction of sexual and reproductive rights in the International Law 
of Human Rights? This is to study the most relevant events in the international arena and the 
jurisprudential advances of the International Courts and the Colombian Constitutional Court 
that have studied and developed these rights. 
Keywords: Sexual rights, reproductive rights, sexual and reproductive health, 
women's human rights, international instruments, physical, sexual and psychological integrity. 
1. Introducción 
Frente a las múltiples transgresiones que afectan los derechos de las mujeres y las 
manifestaciones que se han generado en pro de su reconocimiento y respeto, la comunidad 
internacional  
convino en la necesidad de proteger de manera reforzada los derechos humanos de las mujeres 
en torno a dos grandes temas que encierran la enorme mayoría de violaciones género 
específicas de los derechos de las mujeres: la violencia y la discriminación. Progresivamente, 
el Derecho de los Derechos Humanos ha ido integrando una tercera esfera de preocupación y 
de especial significado para las mujeres, a saber: los derechos reproductivos y la salud sexual 
y reproductiva. (Garcia Muñoz & Salvioli, 2009, pág. 164) 
La identificación y observación de los derechos sexuales y reproductivos como 
derechos humanos ha sido reciente y no se encuentran establecidos en un solo cuerpo 
normativo, sus fuentes se localizan en el ámbito internacional en instrumentos como 
conferencias, declaraciones, convenciones y tratados. En el interior de los Estados, su soporte 
se hallan en la Constitución y de desarrolla en códigos, leyes, decretos y otras disposiciones, 
así como en las decisiones de cortes, tribunales y jueces que los aplican, interpretan y precisan 
su alcance. 
¿Cuál es la evolución histórica y jurisprudencial que generó la conceptualización y la 
introducción de los derechos sexuales y reproductivos en el Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos? 
El objetivo de éste artículo es presentar un planteamiento histórico de los derechos 
sexuales y reproductivos en el ámbito internacional, explicando las primeras referencias que 
se hicieron a los mismos, las diferentes etapas y el desarrollo progresivo que han tenido que 
atravesar para ser uno de los temas de especial estudio entre los sujetos que hacen parte del 
sistema universal y regional de los derechos humanos. 
Además, se pretende analizar las diferentes decisiones que han proferido los órganos 
jurisdiccionales de las Naciones Unidas y el Sistema Interamericano de Derechos Humanos 
frente a los casos objeto de sus competencia, observando el estudio y la fundamentación que 
han hecho de los derechos sexuales y reproductivos, respecto de la obligación que tienen los 
Estados de respetar y garantizar el disfrute y ejercicio de los mismos. 
Finalmente, se terminará mencionando la perspectiva jurídica de la Corte 
Constitucional de Colombia, estudiando la línea jurisprudencial que ha seguido en su ejercicio 
de guardar la supremacía e integridad de la Constitución y de los tratados internacionales de 
derechos humanos que hacen parte del bloque de constitucionalidad. 
2. Metodología 
Teniendo en cuenta el problema de investigación del presente artículo, el método más 
adecuado para desarrollar el mismo es el método histórico – lógico, el cual consiste en 
estudiar la trayectoria y el proceso que ha motivado y originado un fenómeno en específico 
como lo es la inclusión de los derechos sexuales y reproductivos en los derechos humanos, 
para ello se va a estudiar los diferentes foros, conferencias, tratados y declaraciones 
internacionales donde por primera vez se habló de los mencionados derechos y se comenzó a 
definir los mismos, seguido de la transición en las decisiones de los tribunales internacionales 
y la Corte Constitucional Colombiana al respecto. 
Las fuentes utilizadas para la recolección de la información son las secundarias, 
provenientes de los textos de  normas internacionales, jurisprudencia, diccionarios, 
publicaciones, libros y artículos científicos ya elaborados por teóricos y expertos sobre el 
tema. 
3. ¿Qué son los derechos sexuales y reproductivos? 
 
3.1 Antecedentes y conceptualización. 
En el progreso que ha tenido el reconocimiento de los derechos sexuales y 
reproductivos a través del tiempo, se pueden localizar diferentes foros internacionales en 
donde se ha desarrollado este tema en específico. En la Primera Conferencia Internacional de 
Derechos Humanos realizada en Teherán en el año 1968, se reconoció el derecho a la 
reproducción como un derecho en cabeza de los padres. Después, en 1974 se desarrolló la 
Conferencia sobre Población de Bucarest que aumentó el alcance del derecho a la 
reproducción como un derecho de las parejas y de los individuos. Posteriormente en México 
se celebró la Primera Conferencia sobre la Mujer en 1975 en donde se abordó este tema desde 
la perspectiva del derecho que tienen las mujeres a su integridad corporal y a controlar y 
decidir sobre su capacidad reproductiva. 
Por otra parte, 
se ha señalado que no fue hasta 1979 que se contó con un instrumento que cambió la 
concepción de los derechos de las mujeres: la Convención para la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer (CEDAW), denominada por Alda Facio3  como la 
Carta Magna de todas las mujeres, por ser el primer instrumento internacional con perspectiva 
de género. La CEDAW es un ejemplo del proceso de especificación en la evolución de los 
derechos humanos, consistente en el paso gradual pero siempre acentuado, hacia una ulterior 
determinación de los sujetos titulares de derechos. (Villanueva Flores, 2006) 
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Esta Convención establece como obligación de los Estados Parte tomar las medidas 
adecuadas para: 
-Asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres el acceso al material 
informativo específico que contribuya a asegurar la salud y el bienestar de la familia, incluida 
la información y el asesoramiento sobre planificación de la familia. 
-Asegurar a la mujer, en condiciones de igualdad los mismos derechos con los hombres, en 
particular el derecho a la protección de la salud y a la seguridad, en las condiciones de trabajo, 
incluso la salvaguarda de la función de reproducción.  
-Impedir la discriminación contra la mujer por razones de matrimonio o maternidad y asegurar 
la efectividad de su derecho a trabajar.  
-Prohibir, bajo pena de sanciones, el despido por motivo de embarazo o licencia de maternidad 
y la discriminación en los despidos sobre la base del estado civil.  
-Implantar la licencia de maternidad con sueldo pagado o con prestaciones sociales 
comparables sin pérdida del empleo previo, la antigüedad o los beneficios adicionales.  
-Prestar protección especial a la mujer durante el embarazo en los tipos de trabajos que se 
hayan aprobado pueden resultar perjudiciales para ella.  
-Asegurar, en condiciones de igualdad entre hombre y mujeres, el acceso a servicios de 
atención médica, inclusive los que se refieren a la planificación de la familia.  
-Garantizar a la mujer servicios gratuitos cuando fuere necesario y le asegurarán una nutrición 
adecuada durante el embarazo y la lactancia.  
-Asegurar el derecho de las mujeres en zonas rurales a tener acceso a servicios adecuados de 
atención médica, inclusive información, asesoramiento y servicios en materia de planificación 
de la familia.  
-Asegurar en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres el mismo derecho para elegir 
libremente cónyuge y contraer matrimonio sólo por su libre albedrío y su pleno 
consentimiento.  
-Asegurar en condiciones de igualdad a hombre y mujeres los mismos derechos a decidir libre 
y responsablemente el número de sus hijos y el intervalo entre los nacimientos y a tener acceso 
a la información, la educación y los medios que les permitan ejercer estos derechos. 
(Organización de Naciones Unidas, 1979) 
A partir de la V Conferencia Internacional sobre Población y Desarrollo (CIPD), 
realizada en El Cairo en el año de 1994,  “el uso del término derechos reproductivos empezó a 
generalizarse para reivindicar los derechos que las mujeres tienen en el ámbito reproductivo. 
La mencionada conferencia internacional […] tuvo un impacto importante porque los asuntos 
de población fueron planteados desde un enfoque de derechos humanos” (Villanueva Flores, 
2006). 
En clave de derechos se estableció el concepto de salud reproductiva, al definirla en el 
párrafo 7.2 como:  
Un estado general de bienestar físico, mental y social, y no de mera ausencia de enfermedades 
o dolencias, en todos los aspectos relacionados con el sistema reproductivo y sus funciones y 
procesos. En consecuencia, la salud reproductiva entraña la capacidad de disfrutar de una vida 
sexual satisfactoria y sin riesgos y de procrear, y la libertad para decidir hacerlo o no hacerlo, 
cuándo y con qué frecuencia. Esta última condición lleva implícito el derecho del hombre y la 
mujer a obtener información y de planificación de la familia de su elección, así como a otros 
métodos para la regulación de la fecundidad que no estén legalmente prohibidos, y acceso a 
métodos seguros, eficaces, asequibles y aceptables, el derecho a recibir servicios adecuados de 
atención de la salud que permitan los embarazos y los partos sin riesgos y den a las parejas las 
máximas posibilidades de tener hijos sanos. En consonancia con esta definición de salud 
reproductiva, la atención de la salud reproductiva se define como el conjunto de métodos, 
técnicas y servicios que contribuyen a la salud y al bienestar reproductivos al evitar y resolver 
los problemas relacionados con la salud reproductiva. Incluye también la salud sexual, cuyo 
objetivo es el desarrollo de la vida y de las relaciones personales y no meramente el 
asesoramiento y la atención en materia de reproducción y de enfermedades de transmisión 
sexual. (Naciones Unidas, 1994) 
En consecuencia, los derechos reproductivos (párrafo 7.3): 
Abarcan ciertos derechos humanos que ya están reconocidos en las leyes nacionales, en los 
documentos internacionales sobre derechos humanos y en otros documentos pertinentes de las 
Naciones Unidas aprobados por consenso. Esos derechos se basan en el reconocimiento del 
derecho básico de todas las parejas e individuos a decir libre y responsablemente el número de 
hijos, el espaciamiento de los nacimientos y el intervalo entre éstos y a disponer de la 
información y de los medios para ello y el derecho a alcanzar el nivel más elevado de salud 
sexual y reproductiva. También incluye su derecho a adoptar decisiones relativas a la 
reproducción sin sufrir discriminación, coacciones ni violencia, de conformidad con lo 
establecido en los documentos de derechos humanos. En ejercicio de este derecho, las parejas 
y los individuos deben tener en cuenta las necesidades de sus hijos nacidos y futuros y sus 
obligaciones con la comunidad. La promoción del ejercicio responsable de esos derechos de 
todos deben ser la base primordial de las políticas y programas estatales y comunitarios en la 
esfera de la salud reproductiva, incluida la planificación de la familia. Como parte de este 
compromiso, se debe prestar plena atención, a la promoción de relaciones de respeto mutuo e 
igualdad entre hombres y mujeres, y particularmente a las necesidades de los adolescentes en 
materia de enseñanza y de servicios con objeto de que puedan asumir su sexualidad de modo 
positivo y responsable. La salud reproductiva está fuera del alcance de muchas personas de 
todo el mundo a causa de factores como: los conocimientos insuficientes sobre la sexualidad 
humana y la información y los servicios insuficientes o de mala calidad en materia de salud 
reproductiva; la prevalencia de comportamientos sexuales de alto riesgo; las prácticas sociales 
discriminatorias; las actitudes negativas hacia las mujeres y las niñas; y el limitado poder de 
decisión que tienen muchas mujeres respecto de su vida sexual y reproductiva. En la mayoría 
de los países, los adolescentes son particularmente vulnerables a causa de su falta de 
información y de acceso a los servicios pertinentes. Las mujeres y los hombres de más edad 
tienen problemas especiales en materia de salud reproductiva, que no suelen encararse de 
manera adecuada. (Naciones Unidas, 1994) 
Por otro lado, en la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer realizada en Beijing en 
1995, se aprobó la Plataforma de Acción Mundial que ratificó y confirmó la definición 
realizada en el Cairo.  La mayoría de los discursos sobre los derechos sexuales y 
reproductivos y el tema de la salud dictados en la Conferencia realizada en el Cairo, se 
integraron directamente en la Conferencia de Beijing, añadiendo que los Estados deben velar 
por que no se cometan actos de discriminación y que se llegue a una igualdad tanto formal 
como material, tomando todas las medidas necesarias para ello.   
Esta Plataforma de Acción Mundial recogió las definiciones de las diferentes 
conferencias sobre la mujer que se desarrollaron a nivel mundial y se llevaron a cabo en 
Ciudad de México en 1975, Copenhague en 1980, Nairobi en 1985 y Beijing en 1995, y 
evidenció las dificultades y la preocupación que conciernen a los derechos sexuales y 
reproductivos de las mujeres. En ese sentido, se genera una lista de objetivos estratégicos y 
medidas que buscan la igualdad de género y el impulso de las mujeres en doce materias: 
- La mujer y la pobreza 
- Educación y capacitación de la mujer 
- La mujer y salud 
- La violencia contra la mujer 
- La mujer y los conflictos armados 
- La mujer y la economía 
- La mujer en el ejercicio del poder y la adopción de decisiones 
- Mecanismos institucionales para el adelanto de la mujer 
- Los derechos humanos de la mujer 
- La mujer y los medios de difusión 
- La mujer y el medio ambiente 
- La niña (Naciones Unidas, 1995) 
 
Se amplió la definición contenida en la Conferencia Internacional sobre Población y 
Desarrollo - CIPD al establecer que (párrafo 96):  
Los derechos humanos de la mujer incluyen su derecho a tener control sobre las cuestiones 
relativas a su sexualidad, incluida su salud sexual y reproductiva, y decidir libremente respecto 
de esas cuestiones, sin verse sujeta a la coerción, la discriminación y la violencia. Las 
relaciones igualitarias entre la mujer y el hombre respecto de las relaciones sexuales y la 
reproducción, incluido el pleno respeto de la integridad de la persona, exigen el respeto y el 
consentimiento recíprocos y la voluntad de asumir conjuntamente la responsabilidad de las 
consecuencias del comportamiento sexual. (Naciones Unidas, 1995) 
Teniendo en cuenta estos adelantos conceptuales, la Carta de Derechos Sexuales y 
Reproductivos de la Federación Internacional de Planificación Familiar (IPPF), aprobada en 
mayo de 2008, es el documento referencia para definir los derechos sexuales y reproductivos, 
porque concreta en 10 artículos las decisiones adoptadas en la ONU en 1994 (El Cairo) y 
1995 (Beijing) en los que recoge los siguientes derechos: 
- A la igualdad, a una protección legal igualitaria y a vivir libres de toda forma de 
discriminación basada en el sexo, la sexualidad o el género. 
- A la participación de todas las personas, sin importar su sexo, sexualidad o género, 
- A la vida, libertad y seguridad de la persona e integridad personal. 
- A la privacidad y la no interferencia para ejercer su autonomía sexual. 
- A la autonomía personal y al reconocimiento ante la ley. 
- A la libertad de pensamiento, opinión y expresión; derecho a la asociación. 
- A la salud y a los beneficios del avance científico. 
- A la educación e información. 
- A elegir si casarse o no y a formar y planificar una familia, así como decidir di tener o no 
hijos y cómo y cuándo tenerlos. 
- A la rendición de cuentas y reparación de daños en caso de que se violen los derechos 
mencionados anteriormente. (Federación Internacional de Planificación de la Familia, 2008) 
 
Por otro lado, en lo que se refiere al ámbito interamericano, es la Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, conocida 
como “Convención de Belém do Pará” en el año 1994 la que señala que cualquier conducta 
violenta que afecte a la mujer genera una violación inmediata de sus libertades y garantías 
fundamentales, es decir, una violación a sus derechos humanos; también señala 
particularmente el derecho que tienen a vivir y gozar de su libertad sin ser víctimas de 
violencia en razón del género, y en su artículo 1 consagra que “debe entenderse por violencia 
contra la mujer cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o 
sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el 
privado” (Organización de los Estados Americanos, 1994). 
Esta Convención propone por primera vez el desarrollo de métodos que defiendan y 
protejan los derechos de las mujeres desde la perspectiva de derechos fundamentales, para así 
luchar contra el fenómeno de la violencia contra su integridad física, sexual y psicológica, 
tanto en la esfera pública como en la privada, y su reivindicación dentro de la sociedad. 
La Convención de Belem do Pará es el tratado de derechos humanos más ratificado del 
sistema interamericano, contando con treinta y dos Estados partes. Sin embargo, su aplicación 
interna e internacional de la Convención es todavía muy escasa y su nivel de respeto mucho 
más bajo de lo deseable. Hasta ahora, el caso más paradigmático en que la Convención ha sido 
aplicada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), es el asunto María da 
Penha contra Brasil. Se trata de un supuesto de violencia extrema contra una mujer por su 
marido, en el cual Brasil resultó condenado por no observar la debida diligencia en la 
protección de la víctima. El seguimiento de las recomendaciones formuladas por la CIDH en 
este caso ha sido tan fructífero, que la nueva ley brasileña sobre violencia contra la mujer es 
conocida como la Ley María da Penha, en homenaje a la víctima y sobreviviente de este caso. 
(Garcia Muñoz & Salvioli, 2009) 
Por su parte, la “Declaración sobre la violencia contra las mujeres, niñas y 
adolescentes y sus derechos sexuales y reproductivos” es el producto de la labor que realiza la 
Comisión Interamericana de la Mujer (CIM), foro político perteneciente a la Organización de 
Estados Americanos que ha luchado por que se garanticen y respeten los derechos sexuales y 
reproductivos. En esta declaración se pueden observar las vulneraciones a los derechos de las 
mujeres en la región y también precisa la responsabilidad que tienen los Estados de promover 
y proteger los derechos que se encuentran en tratados y declaraciones regionales como la 
Convención Americana. 
4. Posición universal y regional de los derechos reproductivos de la mujer 
 
4.1 Sistema universal, Organización de las Naciones Unidas 
4.1.1. Nicolas Toonen vs Australia 
En la comunicación No 488 de 1992, el Comité de Derechos Humanos estudia la 
impugnación que realiza el señor Toonen frente a los artículos 122 inciso a-c y 123 del 
Código Penal de Tasmania, los cuales consideran como delito las diferentes manifestaciones 
sexuales entre hombres, incluyendo cualquier modo de tocamiento sexual entre hombres 
mayores con su pleno consentimiento y en un espacio privado, por considerarlos violatorios a 
los artículos 2, 17 y 26 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos. 
El Sr Toonen manifiesta que el derecho a su vida privada y a su libertad personal se 
ven vulnerados por los artículos mencionados del Código Penal de Tasmania, debido a que 
sostiene una relación con otra persona de igual género y no le ha sido posible mostrar 
públicamente su sexualidad, lo que lo ha llevado a ser un promotor de los derechos se los 
homosexuales y un estudioso de los casos de VIH y SIDA en éstos. El autor señala que si 
continúan vigentes los artículos impugnados, éstos generarían una situación perjudicial y 
dañina para numerosas personas y para él mismo, “debido a que promueve la discriminación, 
el hostigamiento y los actos de violencia contra la comunidad homosexual de Tasmania y que 
la única manera de eliminar la violación de derechos que constituye ésta regulación, sería la 
revocación de esas disposiciones” (Comité de Derechos Humanos Naciones Unidas, 1992). 
El Estado de Australia reconoce que el Sr Toonen ha sido víctima de una intromisión 
abusiva en su vida privada y que se ha visto verdaderamente damnificado por las 
disposiciones por él señaladas, y que esto no puede justificarse por ningún motivo moral o de 
salud pública y actualmente este país reconoce la libertad sexual y que la prohibición absoluta 
de este tipo de actividades entre hombres no es necesaria para mantener el tejido moral de la 
sociedad. 
El Comité decide que los artículos estudiados no son razonables debido a las 
circunstancias particulares del presente caso, lo cual genera una injerencia arbitraria al 
derecho a la privacidad que confiere el artículo 17 del  párrafo 1 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos. 
 
4.1.2. K.L. vs Perú 
La comunicación Nª 1153/2003 del 24 de octubre de 2005 trata de la negación a 
prestarle servicios médicos a la autora Karen Noelia Llantoy Huamán, en el caso de un aborto 
terapéutico no punible explícitamente señalado por la ley, lo cual genera una violación  de los 
artículos 2, 3, 6, 7, 17, 24 y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 
Karen Noelia quedó embarazada cuando tenía tan solo 17 años de edad, en el Hospital 
Nacional Arzobispo Loayza de Lima se le practicó una ecografía y se determinó que se 
trataba de un feto anencefálico. El médico gineco-obstetra encargado del caso, le señaló que 
solo contaba con dos opciones las cuales eran continuar o impedir la gestación, 
recomendándole esta última. La menor se decidió por esta opción y se le practicaron los 
estudios médicos pertinentes para el caso, los cuales ratificaron la condición del feto. 
El día en que tenía programada la intervención quirúrgica, el método tratante le 
comunicó que debía solicitarle la autorización al Director del Hospital. La madre de la menor, 
la señora Elena Huamán Lara solicitó dicha autorización en nombre de su hija a lo que el 
Director del Hospital respondió que no se podía realizar el procedimiento de la interrupción 
del embarazo porque al hacerlo iría en contra de la normatividad vigente, porque el Código 
Penal en su artículo 120 establece que “el aborto será reprimido con pena privativa de libertad 
no mayor de tres meses cuando: Inciso 2, es probable que el ser en formación conlleve al 
nacimiento graves taras físicas o psíquicas” y que conforme al artículo 119 “solamente es 
permitido el aborto cuando es practicado por un médico con el consentimiento de la mujer 
embarazada o de su representante legal si lo tuviere, cuando es el único medio para salvar la 
vida de la gestante o para evitar en su salud un mal grave y permanente” (Poder Ejecutivo de 
Perú , 1991).  
Al no ser interrumpido en embarazo, la menor Karen dio a luz a una niña anencefálica 
la cual la acompañó durante cuatro días y luego falleció, acontecimiento que causó en la 
madre un crítico estado de depresión. 
La autora alega que el Estado tenía el deber y la responsabilidad de tomar las medidas 
que fueran pertinentes para hacer posible la aplicación de una excepción al Código Penal, con 
el fin de despenalizar el aborto en aquellos casos en donde la integridad física y mental de la 
madre se vea lesionadas. También afirma que este abandono de medidas gubernativas para 
impedir que se violara el derecho que tenía a un aborto legal  por motivos terapéuticos, los 
cuales solo son requeridos por las mujeres, y añadiendo el mal trato recibido por parte del 
personal médico del Hospital, generó una práctica discriminatoria que vulneró sus derechos, 
añadiendo un factor que agrava la situación, el cual es que se trataba de una menor de edad. 
Manifiesta que la negación del Hospital de practicarle el aborto legal la expuso a dos 
situaciones que repercuten en su vida y en su integridad: una es buscar un lugar donde le 
realicen un aborto de forma ilegal o, continuar con un embarazo peligroso y traumático que 
pone en peligro su vida y altera significativamente su estabilidad emocional y psicológica. 
El Comité de Derechos Humanos frente al artículo 17 ’Derecho a la privacidad y a su 
protección legal’, señala que este derecho concede a todas las mujeres la facultad de decidir 
libremente sobre sus cuerpos y sus vidas sin la intromisión de ningún agente externo, y les da 
la posibilidad de decidir autónomamente sobre su capacidad reproductiva. Expone que en este 
caso el Estado interfirió arbitrariamente en su vida privada, haciéndola tomar una decisión 
sobre su vida y su salud reproductiva que la obligó a finalizar un embarazo, trasgrediendo con 
ello su derecho a la intimidad. 
La negativa del Estado al no practicarle a la menor el aborto terapéutico, fue, en el 
juicio realizado por el Comité, lo que generó el sufrimiento por el cual tuvo que atravesar. En 
este caso en particular, la decisión del Hospital  no estuvo debidamente justificada. Por lo que 
el Comité de Derechos Humanos consideró que se ocasionó una violación de los artículos 1, 7 
y 24 del Pacto. 
 
4.2. Sistema regional, Sistema Interamericano de Derechos Humanos. 
En el Sistema Regional de protección de los derechos humanos se encuentran el 
sistema Africano, Europeo y el Interamericano, en esta oportunidad solo haré referencia a los 
casos más emblemáticos que se han estudiado dentro del Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos. 
4.2.1. Mamérita Mestanza vs Perú 
Petición 12.191 Solución Amistosa. 
En junio de 1999, denunciaron al Estado de Perú varias organizaciones no 
gubernamentales por el constreñimiento ocasionado sobre la señora María Mamérita 
Mestanza con el fin de que se realizara un procedimiento médico de esterilización, lo que 
posteriormente le produjo la muerte. 
Las ONG señalan que la señora Mestanza fue víctima de hostigamiento realizado por 
el Centro de Salud del Distrito de la Encañada para que aceptara hacerse el procedimiento de 
esterilización. Ella y Jacinto Salazar, su esposo, fueron objeto de persecución y varias manera 
de acoso como visitas a su lugar de residencia donde el personal de salud amenazaba con 
instaurar una denuncia en contra de ella y de su esposo debido a una ley que había expedido el 
gobierno, en donde se fijaba una multa e incluso la pena privativa de la libertad para aquellas 
personas que tuvieran más de cinco hijos. 
Debido a esta intimidación y bajo coacción, la señora Mestanza concedió su 
autorización para que se le realizara la esterilización bajo el procedimiento de ligadura de 
trompas. La operación fue realizada sin haberse practicado previamente los exámenes 
médicos correspondientes. Al día siguiente de la intervención,  la señora Mestanza fue dada 
de alta sin que se tuviera en cuenta su estado de salud, pues presentaba náuseas e intensos 
dolores en la cabeza; durante los siguientes días los síntomas se agudizaron y el señor Jacinto 
Salazar lo informó en repetidas ocasiones al Centro de Salud, quien respondió que esta 
sintomatología era un efecto normal post operatorio de la anestesia. 
El 5 de abril de 1998 la señora Mestanza Chávez falleció y en el certificado de 
defunción se determinó que la causa directa de su muerte fue provocada por una sepsis y 
como causa antecedente, un bloqueo tubárico bilateral. 
Los peticionarios invocaron que estos hechos configuran una violación por el Estado 
Peruano del artículo 1 “Obligación de los Estados de respetar los Derechos”, artículo 4 
“Derecho a la Vida”, artículo 5 “Derecho a la Integridad Personal” y artículo 24 “Igualdad 
ante la Ley” de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como violaciones a 
la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la 
Mujer “Convención de Belem do Para”, al Protocolo Adicional a la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
“Protocolo de San Salvador” y a la Convención para la Eliminación de todas las formas de 
Discriminación contra la Mujer “CEDAW”. 
El Estado de Perú aceptó su responsabilidad por vulnerar el derecho a la vida (artículo 
4), el derecho a la integridad personal (artículo 5) y el derecho a la igualdad ante la ley 
(artículo 24) con relación su obligación de respetar los derechos (artículo 1.1) de la 
Convención Americana de Derechos Humanos y del artículo 7 ´Deberes de los Estados’ de la 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, 
en perjuicio de la señora María Mamérita Mestanza Chavez y se obligó a acoger disposiciones 
que reparen material y moralmente el daño sufrido y promover una profunda investigación 
para sancionar a los individuos responsables, además, se obligó a gnerar estrategias para la 
prevención de acontecimientos similares. 
 
4.2.2. Karen Atala Riffo vs Chile  
Sentencia de 24 de febrero de 2012 
Los hechos del presente caso son los siguientes: 
La señora Atala Riffo contrajo matrimonio con el señor Ricardo Jaime López 
Allendes, del cual nacieron tres niñas: M, V, y R. La señora Atala tenía un hijo mayor, Sergio 
Vera Atala, fruto de una relación anterior. Después de varios años de matrimonio, la señora 
Atala y el señor Lopez Allendes decidieron poner fin a su relación a través de una separación 
de hecho y fijaron de mutuo acuerdo que la custodia y el cuidado de las tres menores quedaba 
a cargo de la señora Atala. Posteriormente la compañera sentimental de la señora Atala 
empezó a vivir con ella, sus tres hijas y el hijo mayor. 
El señor Lopez Allendes después de enterarse de la condición sexual de la señora 
Atala y de la convivencia con su nueva pareja, interpuso demanda de tuición o custodia ante 
el Juzgado de Menores de Villarica. 
En el fallo de primera instancia se otorgó la tuición de las menores a la señora Atala; 
inconforme con la decisión, el señor Lopez interpone recurso de apelación y realiza una 
solicitud de no innovar, con base de que el cumplimiento de la sentencia acarrearía un cambio 
radical y violento en el estatus quo de sus hijas. 
En segunda instancia, la Corte de Apelaciones de Temuco confirmó la sentencia 
apelada y ratificó las consideraciones y argumentos expuestos en primera instancia y dejó sin 
efecto la orden de no innovar. 
La Sala Cuarta de la Corte Suprema de Justicia de Chile entra a estudiar el caso por el 
recurso de queja interpuesto por el padre de las menores, y decide conceder la tuición 
definitiva de las niñas a éste, basándose en que 
las menores se hallaban en una situación de riesgo que la ubicaban en un estado de 
vulnerabilidad en su medio social, pues es evidente que su entorno familiar excepcional era 
diferente del que tienen sus compañeros de colegio y relaciones de la vecindad en que habitan, 
exponiéndolas a ser objeto de aislamiento y discriminación que igualmente afectará a su 
desarrollo personal. (Corte Suprema de Justicia de Chile Sala Cuarta, 2004) 
La Corte Interamericana establece que tanto la identidad de género como la 
orientación sexual son condiciones protegidas por la Convención, por consiguiente toda 
práctica, reglamentación o acto que tienda a la discriminación de una persona debido a su 
orientación sexual está prohibida. Corolario, los Estados no pueden restringir o disminuir a 
través de normas, decisiones, prácticas de derecho interno o de ninguna otra manera, los 
derechos de un individuo partiendo de su orientación sexual. 
En este caso se puede observar que el proceso judicial que se llevó a cabo para 
conceder la custodia de las menores y las consideraciones sobre la convivencia que podía 
producir otra persona del mismo sexo sobre las niñas, tuvo como eje central la orientación 
sexual de la señora Atala. 
En específico, la Corte Interamericana constata que las razones que invocó la Corte 
Suprema de Justicia de Chile para fundamentar su dictamen, otorgó vital relevancia a la 
condición sexual de la señora Atala al argumentar que: 
el presunto “deterioro en el entorno social, familiar y educacional en que se desenvolvía la 
existencia de las menores, desde que la madre empezó a convivir en el hogar con su pareja 
homosexual” y los “efectos que esa convivencia podía causar en el bienestar y desarrollo 
psíquico y emocional de las hijas”; ii) la existencia de una “situación de riesgo para el 
desarrollo de las menores respecto de la cual debían ser protegidas” por “la eventual confusión 
de roles sexuales que podía producírseles por la carencia en el hogar de un padre de sexo 
masculino y su reemplazo por otra persona del género femenino”; iii) la supuesta existencia de 
“un estado de vulnerabilidad en su medio social” por el presunto riesgo de una 
estigmatización, y iv) la priorización de los intereses de la señora Atala a los de las menores de 
edad al tomar la decisión de explicitar su condición homosexual. (Corte Suprema de Justicia 
de Chile Sala Cuarta, 2004) 
La Corte Interamericana advierte que la decisión que tomó el Tribunal Chileno se 
justificó con base al interés superior del niño, pero que no solo se tiene que hacer alusión al 
mismo, sino que se tiene que comprobar concretamente y fundamentar las afectaciones que 
genera en un menor la orientación sexual de la madre, pues sería tener en cuenta una 
condición social al momento de conceder la custodia a alguno de los padres. 
Por lo anterior, la Corte Suprema de Justicia de Chile no cumplió con la obligación de 
probar el daño en concreto que sufrieron las menores como resultado de la unión y 
convivencia que sostenía su madre con otra pareja del mismo sexo, en conclusión, la decisión 
que tomó de otorgarle la tuición al padre de las menores ocasionó un trato discriminatorio en 
contra de la señora Atala, lo cual viola el artículo 24 ‘Derecho a la Igualdad’ de la 
Convención Americana. 
Corolario a lo mencionado, la Corte realizó un examen correspondiente a si el trato 
discriminatorio que sufrió la señora Atala afectó de igual manera a sus tres hijas, y al respecto 
resaltó que los niños no pueden ser discriminados por sus condiciones propias, y esta 
prohibición también se amplía frente a las condiciones que tienen las personas de su núcleo 
familiar; llevado al presente caso,  las tres menores no pueden ser discriminadas por la 
condición sexual de su madre, y la Corte Suprema al haberle negado la custodia a la señora 
Atala por su orientación sexual, esta decisión generó igualmente una discriminación hacia M, 
V y R. 
El artículo 11 de la Convención se refiere a la protección de la honra y la dignidad, lo 
que implica que protege la vida privada en una acepción amplia que abarca la protección a la 
intimidad sexual y al derecho a relacionarse con los seres humanos de su preferencia. Durante 
todo el proceso de tuición se generó una intromisión en la vida privada de la señora Atala, 
pues estudiar las condiciones asociadas a la mala o buena maternidad o paternidad basándose 
en la orientación sexual de uno de los padres viola directamente el artículo 11 antes 
mencionado. 
Es evidente que la señora Atala, su pareja, su hijo mayor  y las 3 niñas habían 
establecido un núcleo familiar que fue perturbado por la decisión de la Corte Suprema, lo que 
produce un incumplimiento por parte del Estado Chileno de su obligación de proteger la 
institución de la familia consagrada en el artículo 17 de la Convención Americana. 
La Corte declara que el Estado de Chile es responsable por violar el “derecho a la vida 
privada” (artículo 11.2), el “derecho a las garantías judiciales” (artículo 8.1), la “protección a 
la familia” (artículo 17) y el “derecho a la igualdad y la no discriminación” (artículo 24). 
 
4.2.3 Artavia Murillo y otros (Fertilización in vitro) vs Costa rica 
Sentencia de 28 de noviembre de 2012. 
Este caso hace referencia a invocadas violaciones de derechos humanos que habrían 
ocurrido en Costa Rica debido a la decisión que adoptó la Corte Suprema de Justicia de dicho 
país en el año 2000, en donde prohibió que se practicara la Fecundación in vitro (FIV). Esta 
absoluta prohibición generó una injerencia ilegal en los derechos que tienen los ciudadanos 
costarricenses a la vida privada y familiar y al derecho a formar una familia.  
También se alegó que esta decisión estableció una violación al derecho de igualdad, 
pues las personas afectadas por esta prohibición quedaron impedidas para acceder o continuar 
con un tratamiento que les ayudara en la concepción de hijos biológicos, lo que constituye una 
circunstancia de desventaja frente a las parejas que no tienen dificultades al tener hijos. Entre 
otros aspectos, se arguyó que este obstáculo ha tenido un mayor impacto en las mujeres lo que 
constituye una violación a los artículos 11, 17 y 24 de la Convención Americana.  
El Ministerio de Salud de Costa Rica emitió el Decreto Ejecutivo No 24029-S el 3 de 
febrero de 1995, el cual autorizaba la práctica de la Fecundación in Vitro y regulaba su 
desarrollo, pero mediante sentencia del 15 de marzo del año 2000, la Sala Constitucional de 
Costa Rica declaró inconstitucional esta técnica. Los argumentos señalados por la Sala 
Constitucional para fundamentar esta prohibición fue la 
infracción del principio de reserva legal, según el cual solamente mediante ley formal, 
emanada del Poder Legislativo, es posible regular y restringir los derechos y libertades 
fundamentales [y con base en esto la Sala determinó que el Decreto Ejecutivo objeto de 
estudio regulaba] el derecho a la vida y a la dignidad del ser humano, razón por la cual la 
regulación de estos derechos por el Poder Ejecutivo resultaba incompatible con el Derecho de 
la Constitución. (Sala Constitucional de Costa Rica Sentencia 02306, 2000) 
Además, la Sala Constitucional del mencionado país, indicó que un embrión humano 
es persona desde el instante de su concepción, por lo que de ninguna manera puede ser tratado 
como un objeto para fines investigativos. Al respecto, la interpretación que hizo la Corte 
Interamericana del artículo 4.1 ‘Derecho a la Vida’ arrojó que el embrión no puede ser tenido 
en cuenta como persona en lo que respecta a la Convención Americana, y concluyó que tiene 
lugar la concepción desde el momento en que el embrión se implanta en el útero de la mujer. 
En este fallo, la Corte hace un estudio de los derechos a la libertad personal, a la vida 
privada y familiar y a la integridad personal. 
Al respecto, la Corte señaló que el derecho a la vida privada y el derecho a la 
integridad personal se hallan directamente relacionados con la prestación del servicio de 
salud, pues la falta de protección legal frente a la salud reproductiva puede ocasionar un grave 
detrimento a la libertad reproductiva, a la autonomía, al libre desarrollo de la personalidad y a 
la integridad física y psicológica que tienen todas las personas. 
Este Tribunal estima que el caso en mención tiene una composición específica de 
varios aspectos de la vida privada que están relacionados con los derechos sexuales y 
reproductivos, el derecho a formar una familia y el derecho a la integridad física y mental. 
Finalmente, el derecho a la libertad reproductiva y a la vida privada tiene correspondencia con 
el derecho a acceder a tecnología médica especializada para hacer efectivos los mismos. 
Considerando lo  mencionado anteriormente, la Corte concluye que la decisión de la 
Sala Constitucional  de Costa Rica que prohibió la práctica de la Fecundación  in Vitro, 
ocasionó la interrupción de los tratamiento médicos que estaban realizando varias parejas para 
lograr concebir un hijo y otros se vieron obligados a viajar a otros lugares para poder acceder 
a este tipo de procedimientos, por lo que tuvieron que exhibir aspectos que hacían parte de su 
vida privada, ocasionando una colisión con su intimidad.  
Estos hechos establecen una obstrucción en la vida privada y familiar de las personas 
que querían acceder o se encontraban en un tratamiento de FIV, quienes debieron afectar o 
cambiar las condiciones que tenían para alcanzar la procreación, lo cual debía ser una decisión 
propia de cada pareja y el Estado no debía de intervenir en esta facultad de procrear o no hijos 
biológicos. 
Respecto a la transgresión del proyecto de vida de las parejas y su autonomía personal, 
la Corte observó que la prohibición del método de la Fecundación in Vitro afectó con mayor 
impacto  los proyectos de vida de las parejas cuyo último recurso para superar sus graves 
dificultades reproductivas y procrear es la FIV. 
También, la integridad psicológica de las personas se vio perjudicada al prohibirles la 
opción de acceder a un tratamiento que hace posible desplegar la libertad reproductiva que se 
desea. 
De otro lado, la prohibición de la Fecundación in Vitro no está taxativamente 
destinada hacia las mujeres, por lo que parece neutral frente a los hombres, no cabe duda 
señalar que el impacto negativo que tiene frente a la población femenina es desproporcional, 
ya que los procedimientos y métodos de reproducción asistida recaen en el cuerpo de las 
mujeres principalmente. 
La Corte finaliza diciendo que la Sala Constitucional se basó en una protección 
absoluta del embrión y no tuvo en cuenta los otros derechos que estaban en colisión, lo que 
implicó una injerencia abusiva y arbitraria en la vida privada y familiar de las víctimas. 
Teniendo en cuenta todo el análisis realizado, la Corte declara que fueron violados los 
artículos 5, 7, 11 y 17 en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos y ordena que el Estado Costarricense adopte las medidas necesarias para 
dejar sin valor la sentencia que prohíbe la práctica de la Fertilización in Vitro y así todas las 
personas que lo requieran, hagan uso de la misma sin obstáculos a todos los derechos que les 
asisten. 
5. Derechos sexuales y reproductivos en la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional de Colombia 
 
5.1. Sentencia C-481/98 
La Corte estudia la constitucionalidad del artículo 46 (parcial) del Decreto 2277 de 
1979, norma demandada por el señor Germán Humberto Rincón Perfetti. 
El texto objeto de revisión es del Decreto 2277 de 1979 “Por el cual se adoptan 
normas sobre el ejercicio de la profesión docente” señala: 
 “ARTICULO 46. Causales de mala conducta. Los siguientes hechos debidamente 
comprobados, constituyen causales de mala conducta. 
b- El homosexualismo, o la práctica de aberraciones sexuales;…” 
El actor estima que el aparte señalado viola los derechos constitucionales de la 
“igualdad ante la ley” (art 13), a la “intimidad personal y familiar” (art 15), al “libre 
desarrollo de la personalidad” (art 16), al “trabajo” (art 25) y el “derecho a elegir libremente 
la profesión u oficio” (art 26), pues considera que la homosexualidad no es una conducta 
dañina y tampoco se puede entender como una enfermedad, sino que representa su orientación 
sexual. 
El objeto constitucional que se estudia es si la ley puede consagrar como causal de 
mala conducta de un docente el homosexualismo, o si esta regulación genera una violación a 
la igualdad, la intimidad y el libre desarrollo de  la personalidad de los educadores. 
La Corte, al estudiar el derecho al libre desarrollo de la personalidad consagrado en el 
artículo 16 de la Constitución Política, advierte que este derecho establece un amparo general 
para la autodeterminación de las personas, esto quiere decir que protege la capacidad de 
“darse sus propias normas y desarrollar planes propios de vida” sin que se ocasione una 
afectación a los derechos de terceros.   
Por lo tanto, se vulnera este derecho cada vez que  “a la persona se le impide, en forma 
irrazonable, alcanzar o perseguir aspiraciones legítimas de su vida o valorar y escoger 
libremente las opciones y circunstancias que le dan sentido a su existencia y permiten su 
realización como ser humano” (Corte Constitucional de Colombia , 1994).  Es racional 
entonces inferir que la distinción sexual y el asumir una identidad sexual determinada se 
encuentran en la base del derecho al libre desarrollo de la personalidad. 
Así, señala la Corte que (Párrafo 24), 
si la orientación sexual se encuentra biológicamente determinada, como lo sostienen algunas 
investigaciones, entonces la marginación de los homosexuales es discriminatoria y violatoria 
de la igualdad, pues equivale a una segregación por  razón del sexo (CP art, 13). Por el 
contrario, si la preferencia sexual es asumida libremente por la persona, como lo sostienen 
otros enfoques, entonces esa escogencia se encuentra protegida como un elemento esencial de 
su autonomía, su intimidad y, en particular, de su derecho al libre desarrollo de la personalidad 
(CP art. 16). Por cualquiera de las dos vías que se analice, el resultado constitucional es 
entonces idéntico, por cuanto implica que todo trato diferente fundado en la homosexualidad 
de una persona se presume inconstitucional y se encuentra sometido a un control 
constitucional estricto. (Corte Constitucional de Colombia, 1998) 
La Corte concluye que el trato diferente hacia una persona debido a sus orientaciones 
sexuales corresponde a una discriminación por razón del sexo, y para que este trato distinto se 
pueda decretar debe cumplir con unos requisitos necesarios  como lo es que “(i) la medida 
estatal pretenda satisfacer un interés legítimo  y que se trate de una necesidad social urgente, 
(ii) el trato diferente debe ser rigurosamente necesario[..]; y (iii), la Corte debe examinar con 
rigidez, la proporcionalidad misma de la medida” (Corte Constitucional de Colombia, 1998). 
Con estas pautas, la Corte analiza la legitimidad de la norma y decide que no halla 
justificación alguna para que se establezca como una falta disciplinaria de los docentes la 
homosexualidad, por lo que declara inexequible la expresión “El homosexualismo”  
consagrada en el decreto 2277/79 artículo 46. 
 
5.2. Sentencia C-355/06 
Se demanda la inconstitucionalidad de los artículos 122, 123 (parcial) y 124 del 
Código Penal – Ley 599 de 2000. 
En distintas demandas, varios actores solicitan la declaratoria de inconstitucionalidad 
de las disposiciones del Código Penal que prohíben la práctica del “aborto” (artículo 122), del 
“aborto sin consentimiento” (artículo 123) y las  “circunstancias de atenuación punitiva del 
aborto” (artículo  124), porque consideran que restringen excesivamente los derechos y 
libertades en cabeza de la mujer gestante, así se trate de menores de catorce años; igualmente 
demandan el numeral 7 del artículo 32 del mencionado Código, que hace referencia a la 
“ausencia de responsabilidad penal cuando se obre bajo un estado de necesidad”,  por estimar 
que esta norma afecta los derechos a la vida y a la integridad personal de la madre gestante al 
verse obligada a practicarse un aborto ilegal  que puede acarrear consecuencias negativas en 
su integridad física. 
Para hacer el respectivo control de constitucionalidad sobre las disposiciones 
demandadas, la Corte Constitucional realiza la ponderación pertinente de los derechos 
vulnerados con el deber de protección y derecho a la vida, y  al respecto señala que este 
“derecho[...] supone la titularidad para su ejercicio y dicha titularidad, como la de todos los 
derechos está restringida a la persona humana, mientras que la protección de la vida se 
predica incluso respecto de quienes no han alcanzado esta condición” (Corte Constitucional 
de Colombia, 2006). 
La razón que tuvo el legislador para tipificar el delito del aborto se basó en el deber 
que tiene el Estado colombiano de proteger la vida en gestación y no el carácter de persona 
del nasciturus como titular del derecho a la vida; en consecuencia, la vida y el derecho a la 
vida son condiciones distintas. La vida humana se desarrolla en diferentes etapas y se 
exterioriza de distintas maneras, la cual tiene una tutela judicial diferente. La reglamentación 
interna colombiana le concede cierta protección al nasciturus, pero no en el mismo valor y 
jerarquía que le otorga la  protección a la persona humana. 
Haciendo referencia a los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres, este 
Tribunal Constitucional manifestó que éstos derechos constituyen el amparo de otros derechos 
fundamentales como lo es el derecho a la vida, a la integridad personal, a la igualdad y no 
discriminación, a la salud y al estar libre de cualquier forma de violencia, y se ven igualmente 
vulnerados cuando se afectan los derechos sexuales y reproductivos. Este derecho está 
compuesto de un factor muy importante como lo es la capacidad que tienen las mujeres de 
elegir con libertad el número de hijos que anhela tener y la autodeterminación reproductiva, 
como ha sido reconocido en el ámbito internacional. 
Seguido de lo señalado por la Corte en materia de derechos sexuales y reproductivos, 
ésta procede a estudiar la limitación que tiene el legislador en materia penal y sobre este tema 
concluye que el legislador en materia penal tiene un margen amplio de configuración pero que 
este margen no es absoluto y se encuentra con límites frente a las disposiciones 
constitucionales donde podemos encontrar el libre desarrollo de la personalidad, la dignidad 
humana, la integridad de las personas y la salud en conexidad con la vida. También es 
necesario que el legislador aplique un juicio de proporcionalidad para establecer en que 
situaciones se terminan vulnerando los derechos de las mujeres con el fin de proteger la vida 
del nasciturus. 
Frente al artículo 122 que penaliza el aborto sin excepción alguna, señala que esta 
tipificación se opone a diferentes principios, valores y derechos constitucionales de gran 
relevancia, ya que por una parte se ubican los principios, valores y derechos constitucionales 
en cabeza de la mujer y por otro lado está la vida en gestación que debe ser protegida por el 
legislador. 
A juicio de este Tribunal, la penalización del aborto en todas las situaciones 
comprende la total prevalencia a la vida del nascituros y el desconocimiento de todos los 
derechos primordiales de la mujer gestante, lo que resulta oponiéndose a la constitución. 
En los casos en que debido a una conducta que constituya acceso carnal violento o 
acto sexual abusivo o de inseminación artificial o transferencia de óvulo fecundado no 
consentidas, una mujer resultase embarazada, la interrupción del embarazo no se debe 
considerar como delito de aborto puesto que en este caso predominaría la protección absoluta 
de la vida del nasciturus y se violaría el libre desarrollo de la personalidad y la dignidad 
humana de la mujer gestante cuyo estado de embarazo no es el resultado de una decisión 
consentida y autónoma, sino la consecuencia de una conducta abusiva. En este supuesto 
también se incluye el embarazo producto del incesto el cual constituye una conducta punible.  
Igualmente, en aquellos casos en que la vida y la salud de la madre están en riesgo, la 
tipificación del aborto puede constituir una transgresión de los derechos de las mujeres, pues 
resulta desproporcional requerir la protección de la vida en formación del nasciturus sobre la 
vida ya formada de la madre. 
Una hipótesis final es la presencia de malformaciones del feto que genera una vida 
inviable, lo cual debe estar certificado medicamente. Bajo estos supuestos, los derechos de la 
madre deben prevalecer sobre la vida del nascitutus, y en consecuencia el legislador no le 
puede imponer a la madre que finalice un embarazo donde el feto se encuentre en esas 
condiciones.  
Por lo tanto la Corte profiere una sentencia de exequibilidad condicionada en el 
entendido que no se comete el delito de aborto cuando con el consentimiento de la mujer, la 
interrupción del embarazo se genere en las situaciones mencionadas. 
El estudio del aparte “o en mujer menor de catorce años” comprendida en el artículo 
123 el cual penaliza el aborto causado sin el consentimiento de la mujer o en mujer menor de 
catorce años, no dispone una sanción para la mujer en estado de gestación sino para quien 
produzca el aborto sin su consentimiento. 
En diferentes oportunidades la Corte ha establecido que los menores tienen la 
titularidad  del derecho al libre desarrollo de la personalidad y la opción de decidir sobre 
practicarse o no procedimientos sobre su cuerpo4. Una disposición que no tenga en cuenta la 
importancia jurídica del consentimiento del menor resulta inconstitucional porque suprime 
completamente el derecho al libre desarrollo de la personalidad, la dignidad y la autonomía de 
los menores, como lo constituye la expresión contenida en el artículo 123 del Código Penal.  
El precepto contenido en el artículo 124 que señala las circunstancias de atenuación 
punitiva del delito de aborto quedan incluidas dentro de las situaciones que no constituyen el 
delito de aborto, como resultado, ya no habrá atenuación de la pena sino que se declara la 
inexistencia del delito en los supuestos señalados, por lo que se declara que la disposición 
acusada debe suprimirse del ordenamiento jurídico. 
En relación con el artículo 32-7 del Código Penal, la Corte encuentra que la causal de 
ausencia de responsabilidad penal acusada es una causal genérica que se aplica a todas las 
tipificaciones compatibles en el texto normativo y no solo al delito de aborto, por ello no se 
declara su inconstitucionalidad según lo indicado en estas consideraciones. 
 
5.3. Sentencia T-274/2015 
Frente a varias acciones de tutela interpuestas debido a la negativa de las Entidades 
Prestadores de Salud (EPS) de practicar el procedimiento de fecundación in vitro por no 
encontrarse dentro del Plan Obligatorio de Salud (POS), entra la Corte a analizar si el actuar 
de la EPS vulnera los derechos al libre desarrollo de la personalidad, el derecho a la vida 
privada y familiar, el derecho a la igualdad y a los derechos sexuales y reproductivos de la 
mujer. 
                                                             
4 Ver Sentencias T-542/96, T-474/96, T-477/95, SU-337/99. 
En diferentes ocasiones esta Corte ha negado la autorización de diferentes 
procedimientos de fertilidad bajo el argumento de que la procreación no debe ampliarse hasta 
llegar al punto de emplear los recursos de la salud para garantizar la maternidad o paternidad 
sobre otros tratamiento vitales para continuar con la vida y mantener la integridad de los 
pacientes5.   
A su vez, en determinadas situaciones excepcionales este Tribunal ha señalado que los 
métodos de reproducción deben ser aprobados por las EPS cuando “se pretende garantizar la 
continuidad en la prestación del servicio de salud y se busque garantizar la vida, la salud o la 
integridad personal, incluyendo la salud sexual y reproductiva”6. 
 En otros pronunciamientos la Corte ha establecido que la resistencia de realizar una 
prestación en salud que se encuentra dentro de los tratamientos de fertilidad por parte de la 
EPS transgrede los derechos fundamentales del paciente, si de esto requiere para continuar 
con su vida, integridad personal o salud.7 
En esta oportunidad, la Sala desarrolla las consideraciones sobre los casos desde un 
punto de vista no explorado ni evaluado en la jurisprudencia constitucional: el de los derechos 
al libre desarrollo de la personalidad, a la igualdad y no discriminación, a construir una 
familia, su vínculo con el amparo de los derechos sexuales y reproductivos y su garantía a 
través del sistema de seguridad social en salud, en el escenario constitucional e internacional.  
En relación con los derechos sexuales y reproductivos, los mismos admiten y 
defienden la capacidad que tienen todas las personas de adoptar decisiones con libertad a 
cerca de su reproducción y sexualidad, además supone la responsabilidad al Estado de ofrecer 
y facilitar los recursos indispensables para hacer efectivo este derecho. 
La Corte ha hecho una diferenciación de los derechos sexuales frente a los 
reproductivos, al considerar que la “sexualidad y reproducción son dos ámbitos diferentes en 
la vida del ser humano, ya que la primera no debe ser entendida solamente como un medio 
para lograr la segunda” (Corte Constitucional de Colombia, 2009). 
                                                             
5 Ver sentencias T-009 de 2014, T-752 de 2007, T-946 de 2002, T-689 de 2001, T-1104 de 2000. 
6 Ver sentencias T-572 de 2002, T-633 de 2010, T-644 de 2010. 
7 Ver sentencias T-605 de 2007, T-636 de 2007, T-946 de 2007, T-870 de 2008. 
La negación de los métodos de reproducción asistida por parte de las EPS compone un 
límite en el disfrute de los derechos sexuales y reproductivos, y además afecta otros derechos 
que están relacionados como el derecho a la igualdad. 
Los derechos sexuales y reproductivos protegen y reconocen la autodeterminación 
reproductiva y el acceso a servicios de salud reproductiva. La autodeterminación reproductiva 
respeta, reconoce y garantiza “la facultad de las personas de decidir libremente sobre la 
posibilidad de procrear o no, cuándo y con qué frecuencia y la negativa de un Estado Parte a 
prever la prestación de servicios de salud reproductiva a la mujer resulta discriminatoria” 
(Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la mujer, 1999). 
Entonces, a pesar de que la negación de este tipo de tratamientos tiene una 
justificación razonable debido a su elevado costo, esto no significa que no se pueda incluir en 
el Plan Obligatorio de Salud en algunos casos determinados para no vulnerar otros derechos 
fundamentales que se vean menoscabados como el derecho al libre desarrollo de personalidad, 
a la salud reproductiva, al derecho a conformar una familia y a la igualdad. 
En conclusión, el examen sobre la aprobación de medicamentos, procedimientos y 
tratamientos médicos que no se encuentran incluidos en el POS, especialmente los que están  
relacionados con los derechos sexuales y reproductivos como lo son aquellos destinados a 
atender los inconvenientes en la fertilidad, obtienen un alcance diferenciado a cualquier otro 
tratamiento o procedimiento porque este contiene aspectos que van más allá de la concepción 
del derecho a la salud como la simple carencia de dolores y enfermedades. En consecuencia, 
cada vez que estudie la autorización de este tipo de tratamientos se debe tener en cuenta la 
posible vulneración de los derechos que se encuentran relacionados, así como la distinción 
excesiva que se puede causar en las personas de bajos recursos económicos al asumir el costo 
de éstos procedimientos cuando no se les permite el acceso a los mismos mediante el Sistema 
General de Seguridad Social en Salud. Y sobre todos estos aspectos señalados, la Corte 
resuelve casa una de las acciones de tutela instauradas en esta oportunidad, estudiando cada 
caso en particular y examinando los factores a tener en cuenta para tutelar o no el 
procedimiento de fecundación in vitro que solicitan los actores. 
 
6. Conclusiones 
Las mujeres, por la simple calidad de serlo, han sido objeto de discriminación a lo 
largo de la historia y se han visto como el género débil en las relaciones personales, familiares 
y laborales, son uno de los grupos sociales que han luchado fuertemente por hacer prevalecer 
sus derechos y han evolucionado y logrado el reconocimiento de los mismos paulatinamente, 
a través de instrumentos internacionales, constituciones, leyes, decretos, políticas públicas y 
jurisprudencia. Pero infortunadamente, no se puede señalar que el amparo, el respeto y la 
defensa de los derechos sobre los cuales las mujeres poseen la titularidad, ha sido completo. 
Uno de los grupos de derechos que más se ha visto trasgredido, entre otros, por no ser 
reconocido inicialmente como un verdadero derecho humano, han sido los derechos sexuales 
y reproductivos. 
Y como lo ha señalado la Corte Constitucional Colombiana,  
Tanto hombres como mujeres son titulares de los [derechos sexuales y reproductivos], sin 
embargo, es innegable la particular importancia que tiene para las mujeres la vigencia de los 
mismos ya que la determinación de procrear o abstenerse de hacerlo incide directamente sobre 
su proyecto de vida, pues es en sus cuerpos en donde tiene lugar la gestación y, aunque no 
debería ser así, son las principales responsables del cuidado y la crianza de los hijos e hijas. 
(Corte Constitucional de Colombia, 2015) 
En el ámbito internacional existe un importante avance en lo que corresponde a la 
conceptualización y amparo de los derechos sexuales y reproductivos, pero se hace 
estrictamente necesario que los Estados, por el sujeto directo de protección de los derechos 
humanos  frente a todas las personas que se encuentran bajo su jurisdicción, sea el que adopte 
cabalmente en su ordenamiento interno la tutela de éstos derechos de la mujer y los derechos 
conexos a éstos. 
En el análisis de las diferentes conferencias, convenciones y declaraciones 
internacionales, seguido del estudio de los pronunciamientos de los tribunales internacionales 
y nacionales (Corte Constitucional de Colombia) sobre las situaciones fácticas en donde se 
han vulnerado los derechos sexuales y reproductivos, podemos observar que se ha empezado 
a tomar relevancia de los derechos en cabeza de las mujeres, específicamente sobre los 
derechos sexuales y reproductivos, y en conclusión, se puede decir que forman parte y se han 
integrado como un derecho humano. 
Pero aún, cuando los Estados han ratificado su obligación de garante y defensor de los 
derechos sexuales y reproductivos de la mujer, esto ha sido en un aspecto meramente formal, 
y lo cierto es que la protección integral y completa de los mismos en el aspecto material 
todavía continua siendo una expectativa. 
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